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León, Guanajuato, a 9 nueve de julio del año 2009 dos mil nueve. . . . 
V I S T O S  los autos del proceso administrativo identificado con el número 152/2009-JN, promovido por el ciudadano Roberto Márquez Magaña, y,  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- La demanda fue presentada oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a la fecha en que se ostentó sabedor el actor del  acto impugnado, toda vez que refiere que tuvo conocimiento del mismo el día 15 quince de mayo del 2009 dos mil nueve, sin que de las constancias de la presente causa administrativa se desprenda lo contrario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- La existencia del acto impugnado, consistente en el acuerdo contenido en el oficio número TE/DGRMYSG-2636/2008, de fecha 14 catorce de mayo del 2009 dos mil nueve; se encuentra acreditada en autos, con el original de tal oficio (y visible en copia certificada a foja 28 veintiocho), el que le fue admitido al actor como prueba de su parte; documento que merece pleno valor probatorio, conforme lo dispuesto en los artículos 78 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de un documento público expedido por un servidor público en ejercicio de sus funciones. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del Artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . . 

De los autos que integran el expediente de esta causa administrativa, se advierte que con fecha 14 catorce de mayo del 2009 dos mil nueve, la Subdirectora de Bienes Inmuebles propiedad Municipal, de la Dirección General de recursos materiales y servicios generales, emitió el oficio número TE/DGRMYSG-2636/2008; en el que ordena “a quien corresponda” reubicar o cambiar de domicilio el taller mecánico ubicado en el predio propiedad municipal, entre las calles Delta y Cerro del Gigante, en la colonia Real de Jerez de esta ciudad, otorgándose un plazo de 5 cinco días para realizar dicho cambio. . . . . . . .  

Respecto de tal acuerdo, el actor aduce ilegalidad, ya que estima que no  cumple las formalidades esenciales del procedimiento, pues estima que carece de fundamentación y motivación y que no contiene la firma autógrafa de la autoridad que emitió el acto; constituyendo tales aspectos los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


QUINTO.- Por cuestión de orden público y, por ende de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En la presente causa administrativa, la autoridad demandada hace valer que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de  Guanajuato, toda vez que el oficio impugnado no causa afectación a los intereses jurídicos de la parte actora, ya que dicho oficio va dirigido  “a quien corresponda” y no al ciudadano Roberto Márquez Magaña, pues este no acredita la propiedad o posesión, por lo que el acto no le genera una afectación a su interés jurídico. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Es fundada la causal de improcedencia en comento, en razón de la siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
El interés jurídico constituye un requisito de procedibilidad en el proceso administrativo; por lo que es necesario que éste se promueva en contra de actos de la autoridad administrativa y solamente lo tiene, quien sea el titular de un derecho subjetivo de carácter administrativo, que esté reconocido o protegido a favor de la parte actora por un precepto jurídico contenido en la ley y que resulte afectado con un acto de autoridad; en este caso, municipal; ello en congruencia a lo establecido por los artículo 206-A, segundo párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato (vigente al momento en que se interpuso el proceso, de acuerdo a lo señalado en el Tercer artículo transitorio de las reformas publicadas en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado el 24 veinticuatro de octubre del 2008 dos mil ocho) y 251, fracción I, inciso a), del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, que a la letra dicen: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 206-A.- Los actos y resoluciones administrativas dictadas por el Ayuntamiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Los actos y resoluciones administrativas dictadas por el presidente municipal y por las dependencias y entidades de la Administración Pública Municipal podrán ser impugnados ante los Juzgados Administrativos Municipales cuando afecten intereses de los particulares.” . . . . . . 

“Artículo 251. Sólo podrán intervenir en el proceso administrativo, las personas que tengan un interés jurídico que funde su pretensión:. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

I. Tendrán el carácter de actor: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

a).- Los particulares que sean afectados en sus derechos y bienes por un acto o resolución administrativa; y…” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Destacándose de lo anterior, que para accionar en materia contenciosa administrativa, debe contarse necesariamente con un interés jurídico; por su parte, la doctrina considera al interés jurídico como el derecho subjetivo de carácter administrativo, que faculta al particular  para exigir un actuar específico de la autoridad administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Completando lo anterior, el Tratadista Manuel Lucero Espinosa en su obra “Teoría y Practica del Contencioso Administrativo ante el Tribunal Fiscal de la Federación”, Cuarta Edición aumentada, Editorial Porrúa, en la página 48, define el Derecho subjetivo de carácter administrativo como: “Aquel que se encuentra establecido por una Ley, Decreto, Reglamento, Resolución, Contrato u otra disposición administrativa que regula la actividad de la autoridad administrativa y limita su poder.” De lo que se colige que todo aquel que promueve un proceso administrativo debe contar con un derecho subjetivo previsto en la norma, para acreditar su interés jurídico, y que dicho derecho haya sido vulnerado por la autoridad administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, en el caso concreto, la resolución impugnada, no afecta en sus bienes y derechos subjetivos al impetrante de este juicio, en razón de que, tal y como lo plantea la autoridad demandada, el oficio número TE/DGRMYSG-2636/2008 no esta dirigido al actor, sino que en forma genérica se dirige “a quien corresponda”, aunado al hecho de que la parte actora no ofreció prueba alguna que demuestre de forma fehaciente que es el propietario o poseedor del taller mecánico instalado en el inmueble propiedad municipal, ubicado entre las calles Delta y Cerro del Gigante  de la Colonia Real de Jerez de esta ciudad; luego entonces, se debe concluir que la resolución que ordena reubicar o cambiar el taller mecánico, no constituye un acto que afecte sus intereses jurídicos, al no quedar demostrado plenamente que es al ciudadano Roberto Márquez Magaña a quien se le ordena reubicar o cambiar de domicilio un taller mecánico, por lo que ante tal circunstancia, este Juzgador no está en posibilidad de entrar al estudio de fondo del asunto, al no quedar debidamente probado el presupuesto procesal, de  que el promovente cuente con interés jurídico para accionar, y que le afecte directamente el acto que impugna, en su esfera de derechos. . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Al caso concreto resulta aplicable el siguiente criterio emitido por el Magistrado de la Primera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, contenido en la publicación denominada: “Criterios 2000-2007”, editado por el propio Tribunal, el que en su página 71 setenta y uno señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

“INTERÉS JURÍDICO. AGRAVIO DIRECTO DE UN DERECHO SUBJETIVO DEL ACTOR.- El interés jurídico, para efectos del juicio contencioso administrativo, se traduce en la existencia de acto personal y directo que implique la violación de un derecho subjetivo tutelado a favor del accionante, ocasionándole un perjuicio. En el presente caso, el actor nunca aportó prueba alguna de que la negativa, por parte del Ayuntamiento, a que ingresara a su sesión le causa algún perjuicio, pues se limita a sostener que le fue vulnerado su derecho que se encuentra protegido por el artículo 55 de la Ley Orgánica Municipal, pero no demuestra que se le haya causado un perjuicio directo en sus intereses jurídicos.” (Exp. 3.321/01. Sentencia de fecha 28 de enero de 2002. Actor: José Aguirre Bárcenas.). 
Por lo anteriormente expuesto, al quedar demostrado que en la presente causa administrativa que no se afecta un derecho tutelado a favor del actor, ni se acredita que se le ocasione con el acto impugnado, alguna lesión, daño o perjuicio en su persona o en su patrimonio; se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, resulta procedente Sobreseer el proceso, con sustento en lo establecido por el artículo 262, fracción II, del Código mencionado anteriormente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
SEXTO.- En virtud de que se actualiza una causal de improcedencia que trae como consecuencia el que se declare el sobreseimiento del presente proceso administrativo; atendiendo al principio de economía procesal, no se realizará el análisis de los conceptos de impugnación expresados por la parte actora, pues el sobreseimiento del proceso, impide entrar al estudio del fondo del asunto. . . . . . .  
Por lo expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 261 fracción I, 262 fracción II, 287, 298 y 299, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :
SEGUNDO.- Se Sobresee el presente proceso administrativo, por las consideraciones lógicas y jurídicas expuestas en el Considerando Quinto de la presente sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . . 
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de estudio y cuenta, la Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
